[image: Imagen que contiene Interfaz de usuario gráfica

Descripción generada automáticamente][image: ]




FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
CONTRATO ESTATAL – Ejercicio – Funciones de control y vigilancia

Así, por ejemplo, los artículos 4, 5, 12, 14 y 26 de la Ley 80 de 1993 consagran normas relacionadas con el control y vigilancia de la ejecución de los contratos estatales. Estas disposiciones establecen, entre otros aspectos, la obligación de las entidades estatales de velar por el correcto y oportuno cumplimiento de las prestaciones del contrato, las especificaciones de los bienes, obras y servicios objeto de este, y las condiciones de calidad ofrecidas, entre otras. Esta obligación se predica, en principio, del jefe o representante legal de la entidad, por tener la responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual, pero también de los servidores públicos que intervienen en ella. En ese sentido, las entidades estatales deben ejercer el control de la ejecución del contrato y, de ser el caso, tomar medidas para exigir el adecuado cumplimiento.

CONTRATO ESTATAL – Funciones de control y vigilancia

El seguimiento de la ejecución del contrato para la dirección, control y vigilancia de su correcto cumplimiento es un deber legal que permite a las entidades estatales tomar medidas orientadas a la satisfacción de los fines de la contratación. Por esto, el EGCAP alude a la obligación mencionada, que guarda relación con el principio de responsabilidad que rige la celebración y ejecución de los contratos estatales. Así, por ejemplo, los artículos 4, 5, 12, 14 y 26 de la Ley 80 de 1993 consagran normas relacionadas con el control y vigilancia de la ejecución de los contratos estatales. Estas disposiciones establecen, entre otros aspectos, la obligación de las entidades estatales de velar por el correcto y oportuno cumplimiento de las prestaciones del contrato, las especificaciones de los bienes, obras y servicios objeto de este, y las condiciones de calidad ofrecidas, entre otras. Esta obligación se predica, en principio, del jefe o representante legal de la entidad, por tener la responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual, pero también de los servidores públicos que intervienen en ella. En ese sentido, las entidades estatales deben ejercer el control de la ejecución del contrato y, de ser el caso, tomar medidas para exigir el adecuado cumplimiento.

SUPERVISIÓN – Ejercicio – Contratista – Apoyo a la supervisión 

[…] se reitera lo expuesto en el concepto emitido por esta Agencia con radicado 4201913000008240, del 20 de diciembre de 2019, en cuya oportunidad se señaló que “el seguimiento de la ejecución del contrato para su dirección, control y vigilancia del correcto cumplimiento del objeto es un deber legal que permite a las entidades estatales tomar medidas orientadas a la satisfacción de los fines de la contratación, dentro de las cuales, se encuentra la posibilidad de pactar y ejercer las cláusulas exorbitantes, la designación de una supervisión o la contratación de una interventoría para vigilar la ejecución del contrato y la facultad de pactar e imponer multas, cláusula penal o hacer efectivas las garantías del contrato, previa declaratoria de incumplimiento de las obligaciones del contrato, en aras de lograr la satisfacción de las necesidades de bienes, obras o servicios que se pretenden suplir con la celebración de los contratos estatales”.

Por lo tanto, la responsabilidad por el control y vigilancia de la ejecución del contrato está a cargo de la entidad estatal contratante y, en consecuencia, es esta quien debe supervisar los contratos mediante sus funcionarios o servidores públicos, y únicamente puede contratar personal en caso de necesitarlo como apoyo a su gestión en la supervisión. De este modo, el contratista podría fungir de apoyo a la supervisión del contrato, en la medida en que el contrato de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión tenga como objeto obligaciones dirigidas a apoyar dicha actividad de supervisión de contratos. En tal sentido, los contratistas no pueden asumir de forma íntegra, directa y excluyente la actividad de supervisión de los contratos estatales. Por ello, contrario a lo afirmado en la consulta, no existe la figura de la “supervisión externa”, pues –conforme al inciso segundo del artículo 83 del Estatuto Anticorrupción– “[…] es ejercida por la misma entidad estatal cuando no requieren conocimientos especializados […]”. 

INTERVENTORÍA – Características

La interventoría: i) será un mecanismo de vigilancia contingente en la medida que solo es obligatorio para el seguimiento de los contratos de obra adjudicados por licitación pública ‒art. 32, numeral 1‒; en los demás casos se requerirá cuando “el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifiquen” ‒art. 83, Ley 1474 de 2011‒. ii) Este mecanismo de vigilancia exige, en su ejecución, la utilización de conocimientos especializados. iii) Por lo anterior, la entidad contrata un experto a través de un concurso de méritos, al tratarse la interventoría de una especie del contrato de consultoría ‒art. 32, numeral 2, inciso 2, Ley 80 de 1993 ‒, de manera que la interventoría es realizada por una “persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal” ‒art. 83, Ley 1474‒. iv) Le es inherente el seguimiento técnico, frente a la vigilancia de la correcta ejecución del contrato vigilado; sin embargo, el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 permite que en el contrato de interventoría también se pacten obligaciones para que el contratista realice el seguimiento administrativo, financiero, contable o jurídico. v) En caso de que no se encomiende al interventor el seguimiento total del contrato, en el contrato de interventoría “se deberán indicar las actividades técnicas a cargo del interventor y las demás quedarán a cargo de la Entidad a través del supervisor” ‒art. 83, inciso 3‒. Finalmente, vi) el contrato de interventoría será supervisado directamente por la entidad ‒art. 83, inciso 4‒. 

SUPERVISIÓN E INTERVENTORÍA – Límites – Imposición de obligaciones no pactadas

Conforme al artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 - Estatuto Anticorrupción y al inciso primero del artículo 84 ibidem, el seguimiento de supervisores e interventores recae sobre el cumplimiento de las obligaciones pactadas. En su faz técnica, ello implica vigilar, controlar y verificar el cumplimiento del objeto contractual y las obligaciones a cargo del contratista, así como verificar que las condiciones técnicas del bien, obra o servicio cumplan con los requisitos establecidos por la entidad y con el ofrecimiento formulado. De esta última precisión se sigue que el parámetro de verificación no se agota en los mínimos señalados en los documentos del proceso: como la oferta aceptada se integra al contrato, cuando el proponente ofreció condiciones superiores a las exigidas, esas condiciones resultan exigibles y su verificación no constituye una exigencia adicional sino la constatación de lo pactado. Tampoco se trata de una lectura meramente literal del clausulado, pues los contratos deben ejecutarse de buena fe y obligan a todo lo que corresponde a la naturaleza de la obligación, de manera que la vigilancia puede exigir que la prestación satisfaga la finalidad para la cual fue contratada. Con ese alcance, la verificación se realiza dentro de las exigencias pactadas, razón por la cual supervisores e interventores pueden abstenerse de recibir obras, bienes o servicios que no satisfagan las especificaciones del contrato.

SUPERVISIÓN E INTERVENTORÍA – Sugerencias de mejora – Carácter no vinculante

Cosa distinta son las recomendaciones o sugerencias de mejora formuladas por fuera del contenido obligacional. Nada impide que, en desarrollo de su función de coordinación y de su conocimiento técnico, quien ejerce la vigilancia proponga alternativas orientadas a optimizar el resultado. Sin embargo, tales sugerencias carecen de carácter vinculante: su desatención no constituye incumplimiento contractual, no puede fundar la negativa a recibir una prestación conforme a lo pactado ni dar lugar a requerimientos o actuaciones sancionatorias. Solo adquirirían fuerza obligatoria si las partes las incorporan al contrato mediante la modificación correspondiente.

SUBCONTRATACIÓN – Control y vigilancia – Alcance y límites

La subcontratación implica un contrato derivado cuyo objeto está en función de la realización material de aquel, sin que los eventuales niveles de subcontratación alteren ese carácter. Como ha señalado el Consejo de Estado, la diferencia entre la relación de la entidad con el contratista y la de este con el subcontratista no obstruye la facultad de control y vigilancia prevista en el EGCAP, pues el contratista responde por los incumplimientos del contrato principal con independencia de que se originen o no en la contratación derivada. Por ello, la facultad de dirección y control puede proyectarse sobre los subcontratistas, pese a que estos se vinculan mediante una relación jurídica distinta, y se ejerce ordinariamente por conducto de la supervisión o la interventoría, en los términos y con el alcance que definan el contrato de interventoría y los manuales internos. Esta proyección tiene un límite preciso: la entidad puede exigir a los subcontratistas el cumplimiento de las obligaciones que asumieron frente al contratista, pero el ejercicio de la prerrogativa se encuentra limitado a esas actividades, de modo que excederlo torna inválida la actuación al exigir obligaciones no asumidas. De allí la importancia de que las entidades conozcan debidamente los términos y la extensión de los subcontratos celebrados, sin que la actuación de la vigilancia genere vínculo contractual alguno con el subcontratista ni releve al contratista de su responsabilidad.



Bogotá D.C., 29 de Julio de 2026
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Estimado señor Díaz León: 
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente responde su solicitud de consulta de fecha 16 de julio de 2026, donde pregunta lo siguiente: 

[bookmark: _Hlk95313578]“1. ¿La interventoría o supervisión externa, en la validación de un producto, debe limitarse a verificar el cumplimiento de los mínimos técnicos exigidos en el contrato, o puede exigir o formular sugerencias orientadas a mejorar los productos aun cuando estas se encuentren por fuera de las exigencias contractuales expresamente pactadas?
2. ¿La interventoría o supervisión externa tiene la potestad de incluir o imponer al contratista procesos u obligaciones no pactados en el contrato —tales como la entrega de informes con una periodicidad no acordada, o el suministro de información que no es obligatoria ni resulta expresamente exigida en el clausulado contractual—?
3. ¿Puede la interventoría o supervisión ejercer seguimiento y control sobre los contratos derivados, y no únicamente sobre el contrato principal, en el marco de la ejecución de un proyecto?”. 

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad sólo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos concretos de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias específicas que la hayan motivado, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta.  

I. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿la verificación que adelantan la supervisión y la interventoría debe circunscribirse a los requisitos técnicos exigidos en el contrato, o pueden exigir o sugerir condiciones orientadas a mejorar los productos por fuera de lo pactado?; ii) ¿pueden la supervisión y la interventoría imponer al contratista procesos u obligaciones no convenidos en el contrato, tales como la entrega de informes con una periodicidad no acordada o el suministro de información no exigida en el clausulado?; y iii) ¿puede la vigilancia contractual proyectarse sobre los contratos derivados del contrato principal, y con qué alcance?

II. Respuestas:

	[bookmark: _Hlk171694685]De manera preliminar conviene precisar la terminología empleada en la consulta. Conforme al inciso segundo del artículo 83 de la Ley 1474 de 2011, la supervisión es ejercida por la propia entidad estatal cuando el seguimiento no requiere conocimientos especializados, de modo que no existe en el ordenamiento una figura de "supervisión externa": lo que la entidad puede contratar es personal de apoyo a la supervisión, sin que tales contratistas asuman de forma íntegra, directa y excluyente esa actividad. Cuando el seguimiento supone conocimiento especializado, o cuando la complejidad o la extensión del contrato lo justifican, el mecanismo es la interventoría, ejercida por una persona natural o jurídica contratada para tal fin. Uno y otro son mecanismos a través de los cuales la entidad cumple el deber legal de vigilar la correcta ejecución del objeto contratado, por lo que comparten una finalidad común y, en lo pertinente, un mismo régimen de facultades.
En cuanto al primer problema jurídico, conforme al artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 - Estatuto Anticorrupción y al inciso primero del artículo 84 ibidem, el seguimiento de supervisores e interventores recae sobre el cumplimiento de las obligaciones pactadas. En su faz técnica, ello implica vigilar, controlar y verificar el cumplimiento del objeto contractual y las obligaciones a cargo del contratista, así como verificar que las condiciones técnicas del bien, obra o servicio cumplan con los requisitos establecidos por la entidad y con el ofrecimiento formulado. De esta última precisión se sigue que el parámetro de verificación no se agota en los mínimos señalados en los documentos del proceso: como la oferta aceptada se integra al contrato, cuando el proponente ofreció condiciones superiores a las exigidas, esas condiciones resultan exigibles y su verificación no constituye una exigencia adicional sino la constatación de lo pactado. Tampoco se trata de una lectura meramente literal del clausulado, pues los contratos deben ejecutarse de buena fe y obligan a todo lo que corresponde a la naturaleza de la obligación, de manera que la vigilancia puede exigir que la prestación satisfaga la finalidad para la cual fue contratada. Con ese alcance, la verificación se realiza dentro de las exigencias pactadas, razón por la cual supervisores e interventores pueden abstenerse de recibir obras, bienes o servicios que no satisfagan las especificaciones del contrato.
Cosa distinta son las recomendaciones o sugerencias de mejora formuladas por fuera del contenido obligacional. Nada impide que, en desarrollo de su función de coordinación y de su conocimiento técnico, quien ejerce la vigilancia proponga alternativas orientadas a optimizar el resultado. Sin embargo, tales sugerencias carecen de carácter vinculante: su desatención no constituye incumplimiento contractual, no puede fundar la negativa a recibir una prestación conforme a lo pactado ni dar lugar a requerimientos o actuaciones sancionatorias. Solo adquirirían fuerza obligatoria si las partes las incorporan al contrato mediante la modificación correspondiente.
Respecto del segundo problema jurídico, el inciso segundo del artículo 84 del Estatuto Anticorrupción faculta a la supervisión y a la interventoría para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual, así como para mantener el control y la coordinación permanentes sobre el desarrollo del contrato mediante reuniones, visitas y demás actividades pertinentes y necesarias. Esta potestad instrumental de información y verificación proviene directamente de la ley y su ejercicio no está condicionado a que los informes o la información se hallen expresamente enunciados en el clausulado. Debe distinguirse, sin embargo, esa potestad de la incorporación de nuevas prestaciones o entregables no convenidos, que comporta una modificación del contenido obligacional del contrato y excede por completo las competencias de quien ejerce la vigilancia: ni el supervisor ni el interventor son parte del contrato vigilado, de modo que su función es verificar el cumplimiento de lo pactado y no configurar la relación obligacional. Toda modificación exige el acuerdo de las partes, su formalización por escrito y la intervención de quien ostenta la competencia contractual en la entidad. En consecuencia, los requerimientos deben guardar relación directa con la verificación de las obligaciones convenidas, resultar proporcionados y no traducirse, por vía de hecho, en cargas nuevas que alteren el objeto, el alcance o la ecuación económica del contrato. El criterio de deslinde es funcional: si el requerimiento sirve para constatar el cumplimiento de una obligación existente, es legítimo; si comporta una prestación adicional exigible en sí misma, requiere modificación contractual. A ello se agrega que la metodología de la vigilancia se formaliza ordinariamente en los manuales que expiden las entidades, de modo que el seguimiento se somete a la ley, a dichos manuales y a las condiciones establecidas tanto en el contrato de interventoría como en el contrato vigilado.
Finalmente, en cuanto al tercer problema jurídico —entendiendo que la consulta alude a los subcontratos celebrados por el contratista para la ejecución parcial del contrato principal—, la subcontratación implica un contrato derivado cuyo objeto está en función de la realización material de aquel, sin que los eventuales niveles de subcontratación alteren ese carácter. Como ha señalado el Consejo de Estado, la diferencia entre la relación de la entidad con el contratista y la de este con el subcontratista no obstruye la facultad de control y vigilancia prevista en el EGCAP, pues el contratista responde por los incumplimientos del contrato principal con independencia de que se originen o no en la contratación derivada. Por ello, la facultad de dirección y control puede proyectarse sobre los subcontratistas, pese a que estos se vinculan mediante una relación jurídica distinta, y se ejerce ordinariamente por conducto de la supervisión o la interventoría, en los términos y con el alcance que definan el contrato de interventoría y los manuales internos. Esta proyección tiene un límite preciso: la entidad puede exigir a los subcontratistas el cumplimiento de las obligaciones que asumieron frente al contratista, pero el ejercicio de la prerrogativa se encuentra limitado a esas actividades, de modo que excederlo torna inválida la actuación al exigir obligaciones no asumidas. De allí la importancia de que las entidades conozcan debidamente los términos y la extensión de los subcontratos celebrados, sin que la actuación de la vigilancia genere vínculo contractual alguno con el subcontratista ni releve al contratista de su responsabilidad.
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.



III. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

A través de la actividad contractual, el Estado adquiere bienes, obras y servicios para cumplir los fines que le impone el ordenamiento jurídico, garantizando así la continuidad y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados[footnoteRef:1]. Para la garantía de los fines de interés general involucrados en la contratación de las entidades estatales, el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –en adelante EGCAP– dispone que, en la etapa de ejecución del contrato, las autoridades y los servidores públicos que participan en ella tienen la obligación de controlar y vigilar la correcta ejecución del objeto contratado. Lo anterior busca que las finalidades perseguidas con la celebración de los contratos estatales se logren de manera satisfactoria. [1:  Artículo 3 de la Ley 80 de 1993.] 

El seguimiento de la ejecución del contrato, para la dirección, control y vigilancia de su correcto cumplimiento, es un deber legal que permite a las entidades estatales tomar medidas orientadas a la satisfacción de los fines de la contratación. Por esto, el EGCAP alude a la obligación mencionada, que guarda relación con el principio de responsabilidad que rige la celebración y ejecución de los contratos estatales. Así, por ejemplo, los artículos 4, 5, 12, 14 y 26 de la Ley 80 de 1993 consagran normas relacionadas con el control y vigilancia de la ejecución de los contratos estatales. Estas disposiciones establecen, entre otros aspectos, la obligación de las entidades estatales de velar por el correcto y oportuno cumplimiento de las prestaciones del contrato, las especificaciones de los bienes, obras y servicios objeto de este, y las condiciones de calidad ofrecidas, entre otras. Esta obligación se predica, en principio, del jefe o representante legal de la entidad, por tener la responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual, pero también de los servidores públicos que intervienen en ella. En ese sentido, las entidades estatales deben ejercer el control de la ejecución del contrato y, de ser el caso, tomar medidas para exigir el adecuado cumplimiento.
Las Leyes 1150 de 2007 y 1474 de 2011 complementan el régimen jurídico de la obligación de vigilar la correcta ejecución de los contratos estatales. Allí se impone el debido proceso como principio rector en materia sancionatoria contractual, entre otros eventos, para la imposición de multas y la decisión de hacer efectiva la cláusula penal; principio que debe respetarse en el ejercicio del control y vigilancia de la ejecución contractual[footnoteRef:2]. También se establecen los límites de la responsabilidad del representante legal ante la delegación de sus funciones en materia contractual[footnoteRef:3] y se regula la supervisión y la interventoría de los contratos estatales[footnoteRef:4]. [2:  Artículo 17 de la Ley 1150 de 2007.]  [3:  Artículo 21 de la Ley 1150 de 2007. ]  [4:  Artículos 83 a 86 de la Ley 1474 de 2011.] 

La jurisprudencia contencioso-administrativa, por su parte, ha considerado que la obligación de vigilar la correcta ejecución del objeto contractual es una función de la entidad contratante, en los siguientes términos: “La función de vigilancia y control del contrato estatal supone el cuidado y la supervisión, de forma tal que en ejercicio de esa función, quien administra la adecuada y oportuna ejecución del contrato no sólo debe velar por que las partes den cumplimiento a las obligaciones contractuales, sino que el contrato se ejecute en el tiempo y la forma convenidos, para de esta forma garantizar la satisfacción de las  necesidades que la administración buscaba alcanzar con la celebración del respectivo contrato”[footnoteRef:5]. [5:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 27 de noviembre de 2017. Exp. 51.802. M.P. Jaime Orlando Santofimio.] 

Ahora bien, la Ley 1474 de 2011 enmarcó el seguimiento, control y vigilancia de la ejecución del contrato estatal dentro del principio de moralidad administrativa. En efecto, el artículo 83 ibidem dispone: “Con el fin de proteger la moralidad administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y de tutelar la transparencia de la actividad contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, según corresponda”. El legislador, además, definió las nociones de supervisión e interventoría, como mecanismos que pueden usar las entidades estatales para vigilar el contrato, en estos términos:

“La supervisión consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable, y jurídico que sobre el cumplimiento del objeto del contrato, es ejercida por la misma entidad estatal cuando no requieren conocimientos especializados. Para la supervisión, la Entidad estatal podrá contratar personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicios que sean requeridos.
La interventoría consistirá en el seguimiento técnico que sobre el cumplimiento del contrato realice una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal, cuando el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifiquen. No obstante, lo anterior cuando la entidad lo encuentre justificado y acorde a la naturaleza del contrato principal, podrá contratar el seguimiento administrativo, técnico, financiero, contable, jurídico del objeto o contrato dentro de la interventoría”.

En este punto, se reitera lo expuesto por esta Agencia desde el Concepto 4201913000008240 del 20 de diciembre de 2019, en cuya oportunidad se señaló que “el seguimiento de la ejecución del contrato para su dirección, control y vigilancia del correcto cumplimiento del objeto es un deber legal que permite a las entidades estatales tomar medidas orientadas a la satisfacción de los fines de la contratación, dentro de las cuales, se encuentra la posibilidad de pactar y ejercer las cláusulas exorbitantes, la designación de una supervisión o la contratación de una interventoría para vigilar la ejecución del contrato y la facultad de pactar e imponer multas, cláusula penal o hacer efectivas las garantías del contrato, previa declaratoria de incumplimiento de las obligaciones del contrato, en aras de lograr la satisfacción de las necesidades de bienes, obras o servicios que se pretenden suplir con la celebración de los contratos estatales”.
Por lo tanto, la responsabilidad por el control y vigilancia de la ejecución del contrato está a cargo de la entidad estatal contratante y, en consecuencia, es esta quien debe supervisar los contratos mediante sus funcionarios o servidores públicos, y únicamente puede contratar personal en caso de necesitarlo como apoyo a su gestión en la supervisión. De este modo, el contratista podría fungir de apoyo a la supervisión del contrato, en la medida en que el contrato de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión tenga como objeto obligaciones dirigidas a apoyar dicha actividad de supervisión de contratos. En tal sentido, los contratistas no pueden asumir de forma íntegra, directa y excluyente la actividad de supervisión de los contratos estatales. Por ello, conviene precisar que el ordenamiento no contempla una figura de "supervisión externa", pues —conforme al inciso segundo del artículo 83 del Estatuto Anticorrupción— la supervisión "[…] es ejercida por la misma entidad estatal cuando no requieren conocimientos especializados […]". Cuando el seguimiento supone conocimiento especializado, o cuando la complejidad o la extensión del contrato lo justifican, el mecanismo previsto por el legislador es la interventoría.
En contraste, de acuerdo con el inciso tercero de la norma precitada, la interventoría: i) será un mecanismo de vigilancia contingente en la medida que solo es obligatorio para el seguimiento de los contratos de obra adjudicados por licitación pública ‒art. 32, numeral 1‒; en los demás casos se requerirá cuando “el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifiquen” ‒art. 83, Ley 1474 de 2011‒. ii) Este mecanismo de vigilancia exige, en su ejecución, la utilización de conocimientos especializados. iii) Por lo anterior, la entidad contrata un experto a través de un concurso de méritos, al tratarse la interventoría de una especie del contrato de consultoría ‒art. 32, numeral 2, inciso 2, Ley 80 de 1993[footnoteRef:6]‒, de manera que la interventoría es realizada por una “persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal” ‒art. 83, Ley 1474‒. iv) Le es inherente el seguimiento técnico, frente a la vigilancia de la correcta ejecución del contrato vigilado; sin embargo, el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 permite que en el contrato de interventoría también se pacten obligaciones para que el contratista realice el seguimiento administrativo, financiero, contable o jurídico. v) En caso de que no se encomiende al interventor el seguimiento total del contrato, en el contrato de interventoría “se deberán indicar las actividades técnicas a cargo del interventor y las demás quedarán a cargo de la Entidad a través del supervisor” ‒art. 83, inciso 3‒. Finalmente, vi) el contrato de interventoría será supervisado directamente por la entidad ‒art. 83, inciso 4‒. [6:  “Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría […]”] 

De lo anterior se desprende que, a diferencia del supervisor, el interventor es un contratista externo a la entidad estatal y al contratista vigilado, de manera que es seleccionado por la entidad estatal mediante los procedimientos del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, en principio, a través del concurso de méritos. Lo anterior, sin perjuicio de que eventualmente aplique alguna causal especial que permita la celebración de este tipo de contratos mediante una modalidad diferente, como podría suceder frente a la posibilidad de realizar, por ejemplo, una contratación de mínima cuantía o una contratación directa, en caso de presentarse alguna de las causales establecidas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, que dé lugar a acudir a otra modalidad de selección. 
Quien ejerza la vigilancia de la ejecución del contrato, ya sea mediante la supervisión o mediante la interventoría, puede hacer uso de las facultades previstas en el artículo 84 de la Ley 1474 de 2011 para efectuar el seguimiento al cumplimiento obligacional del contrato y estará sometido a los deberes y responsabilidades que implica el ejercicio de dicha actividad. En este contexto, “Los interventores y supervisores están facultados para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual […]”. Incluso, aun cuando el contrato de interventoría se celebra con un tercero a quien se le confía la labor de vigilar la ejecución idónea de otro contrato, por lo general un contrato de obra pública, aquel actúa con facultades similares a las que tiene la entidad estatal cuando ejerce la supervisión por su propia cuenta. Lo anterior en la medida que ambos son mecanismos a través de los cuales las entidades cumplen el deber de vigilar la correcta ejecución de los contratos, por lo que comparten una finalidad común. 
Para delimitar la frontera entre la vigilancia y el contrato vigilado, es necesario tener en cuenta que es al contratista a quien le corresponde la ejecución material del objeto contratado. Este último se sujeta a la potestad de control que ejerce la entidad estatal, bien a través de sus propios funcionarios –supervisión– o a través de terceros –interventoría–. Por tanto, dado que el contratista es sujeto de la vigilancia sobre el cumplimiento de las obligaciones, este se somete al control de los supervisores o interventores, según corresponda. 
Para RINCÓN CÓRDOBA, la supervisión o la interventoría constituye una actividad estrechamente vinculada al contrato objeto de vigilancia, cuya finalidad es garantizar que las obligaciones contractuales se ejecuten conforme a lo pactado. Aunque el incumplimiento del contratista no implica, per se, responsabilidad del interventor o supervisor, ésta surge si omiten advertir, informar o gestionar oportunamente las situaciones que puedan conducir al incumplimiento. En ejercicio de sus funciones, debe verificar que el objeto contractual se desarrolle dentro de los plazos previstos, con observancia de las especificaciones técnicas establecidas, así como asegurar la adecuada custodia, administración o entrega de bienes, obras o recursos cuando la naturaleza del contrato lo exija[footnoteRef:7]. [7:  RINCÓN CÓRDOBA, Jorge Iván. La interventoría y supervisión: los presupuestos en los que se desarrolla la función administrativa de vigilancia de la ejecución contractual. En: Contratos públicos: problemas, perspectivas y prospectivas. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2017. p. 628. ] 

	El mismo autor agrega que corresponde al interventor o supervisor identificar las causas de las irregularidades que se presenten durante la ejecución contractual, proponer y verificar la implementación de medidas correctivas, certificar el cumplimiento de las obligaciones para efectos de los pagos y, cuando exista incumplimiento, evaluar su gravedad y recomendar la imposición de las sanciones o la declaratoria de caducidad que resulten procedentes. Por lo demás, debe rendir informes periódicos sobre el estado de ejecución del contrato, suministrar a la entidad los elementos de juicio necesarios para la adopción de decisiones administrativas o judiciales y ejercer la facultad de solicitar al contratista los informes, aclaraciones y explicaciones requeridos para garantizar un adecuado control de la ejecución contractual[footnoteRef:8]. [8:  Ibidem, p. 629.] 

Como dispone el precitado artículo 83 del Estatuto Anticorrupción, el seguimiento de los supervisores e interventores corresponde al cumplimiento de las obligaciones pactadas en el contrato estatal, aspecto que se ratifica en el inciso primero del artículo 84 ibidem. En su fase técnica, esto implica tanto “Vigilar, controlar y verificar el cumplimiento del objeto contractual y las obligaciones a cargo del contratista”[footnoteRef:9] como “Verificar que las condiciones técnicas del bien, obra o servicio contratado, cumplan con los requisitos establecidos por la entidad y con el ofrecimiento formulado, según sea el caso”[footnoteRef:10]. Así, la verificación del cumplimiento se realiza dentro de las exigencias pactadas entre la entidad estatal y el contratista; razón por la cual, pueden abstenerse de recibir obras, bienes o servicios que no satisfagan las especificaciones del contrato. [9:  SUÁREZ BELTRÁN, Gonzalo. Estudios de derecho contractual público. Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana – Legis, 2014. p. 259.]  [10:  Ibidem.] 

De lo anterior se derivan dos precisiones relevantes sobre el parámetro de verificación. La primera es que este no se agota en los requisitos mínimos señalados en los documentos del proceso, pues la norma también obliga a contrastar la ejecución con el ofrecimiento formulado por el contratista. Dado que la oferta aceptada se integra al contenido del contrato, cuando el proponente ofreció condiciones superiores a las exigidas, tales condiciones resultan exigibles y su verificación no constituye una exigencia adicional sino la constatación de lo pactado. La segunda es que la determinación de lo debido no se reduce a una lectura literal del clausulado: conforme al artículo 1603 del Código Civil y al artículo 871 del Código de Comercio, los contratos deben ejecutarse de buena fe y obligan no solo a lo expresado en ellos, sino a todo lo que corresponde a la naturaleza de la obligación o que por ley le pertenece. De ahí que la vigilancia pueda exigir que la prestación satisfaga la finalidad para la cual fue contratada, sin que ello implique ampliar el objeto ni crear prestaciones nuevas.
En efecto, por remisión de los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993 al derecho privado y de acuerdo con el artículo 1625.1 del Código Civil, las obligaciones se extinguen por la solución o pago efectivo, el cual corresponde a la prestación de lo que se debe conforme al artículo 1626 ibidem. Por tanto, “Es evidente que aquel que ha satisfecho su obligación queda libre de ella, de donde se sigue que el pago real […] no es otra cosa que el cumplimiento de la obligación […]”[footnoteRef:11]. [11:  POTHIER, Robert J. Tratado de las obligaciones. Santiago: Ediciones Olejnik, 2020. p. 259.] 

Dicho cumplimiento se rige por el principio de exactitud o identidad; razón por la cual –conforme al artículo 1627 del Código Civil– “El pago se hará bajo todos respectos en conformidad al tenor de la obligación; sin perjuicio de lo que en los casos especiales dispongan las leyes” y, en consecuencia, “El acreedor no podrá ser obligado a recibir otra cosa que lo que se le deba, ni aun a pretexto de ser de igual o mayor valor la ofrecida”. Por ejemplo, si los documentos del proceso definen unas especificaciones técnicas, el contratista incumple con sus obligaciones cuando suministra otras distintas. En otras palabras:

“[…] debe existir una igualdad entre el objeto de la obligación que acordaron las partes en el contrato y el objeto de la prestación realizada por el deudor. […] no existiendo tal igualdad o identidad el acreedor no está obligado a aceptarla y podrá negarse a recibir cosa distinta de la pactada […]. Tampoco lo estará a conformarse con una prestación que no se ajuste exactamente a lo convenido en el contrato, ni existe precepto legal alguno que a ello le obligue bajo reserva de exigir su corrección. La entrega ha de sujetarse en todas sus modalidades al programa de prestación previsto al constituirse la obligación para tener por cumplida ésta”[footnoteRef:12].  [12:  AYLLÓN SANTIAGO, Héctor Sergio. Cumplimiento. En: Cumplimiento e incumplimiento del contrato. Madrid: Editorial Centro de Estudios Ramón Areces SA – Consejo General de Notariado, 2018. p. 59. ] 


Como indica el artículo 1602 del Código Civil, “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales”. Por tanto, debe existir identidad entre la prestación contratada por la entidad y la ejecutada por el contratista, so pena de cumplimiento imperfecto conforme al artículo 1613 ibidem[footnoteRef:13]. Como explica la doctrina, por regla general, “[…] El deudor […] no puede dar una cosa por otra que está precisado a entregar, ejecutar o abstenerse de un hecho diverso del que constituye su obligación; y del mismo modo el acreedor no puede exigir una prestación distinta de aquella a que el contrato le da derecho, solo tiene acción para exigir el pago de la prestación convenido y a que el deudor se obligó”[footnoteRef:14]. [13:  Cfr. FUEYO LANERI, Fernando. Cumplimiento e incumplimiento de las obligaciones. Tercera edición. Santiago: Editorial Jurídica de Chile, 2015. pp. 129-130. En el mismo sentido, SCHIELE MANZOR, Carolina & GARCÍA SWANECK, Natalia. Del pago efectivo en general. En: Comentario histórico-dogmático al Libro IV del Código Civil de Chile. Tomo I. Valencia: Tirant lo Blanch, 2023. p. 484. Para estos efectos, desde un punto de vista objetivo, “[…] el cumplimiento es defectuoso cuando no se ajusta a la ‘tipicidad’ con que hay que cumplir en orden al tiempo, al modo, al lugar, la extensión, etcétera. Es decir, cuando no se respetan los principios de identidad e integridad de la prestación” (IBÁÑEZ, Carlos Miguel. Resolución por incumplimiento. Buenos Aires: Astrea, 2006. p. 187).]  [14:  CLARO SOLAR, Luis. Explicaciones de derecho civil chileno y comparado. Volumen III. Tomo XII. Santiago: Editorial Jurídica de Chile, 2013. p. 86. Como se desprende del inciso primero del artículo 1627 del Código Civil, esta regla está tiene excepciones específicas. Por ejemplo, el inciso 2 del derogado artículo 1151 disponía que “Si el modo, sin hecho o culpa del asignatario, es solamente imposible en la forma especial prescrita por el testador, podrá cumplirse en otra análoga que no altere la sustancia de la disposición, y que en este concepto sea aprobada por el juez, con citación de los interesados”. Por otra parte, para efectos de la ejecución del mandato en los términos del inciso segundo del artículo 2160, “Se podrán […] emplear medios equivalentes, si la necesidad obligare a ello, y si obtuviere completamente de ese modo el objeto del mandato”. Asimismo, el inciso segundo del artículo 2224 dispone que en el contrato de mutuo “Podrá darse una clase de moneda por otra, aun a pesar del mutuante, siempre que las dos sumas se ajusten a la relación establecida por la ley entre las dos clases de moneda […]”. Estos y otros casos determinados por las leyes, establecen excepciones que confirman la regla general de observar estrictamente el tenor de la convención en la ejecución de las obligaciones.   ] 

El principio de identidad opera, por tanto, en ambas direcciones: si el acreedor no está obligado a recibir cosa distinta de la debida, tampoco puede exigir una prestación diferente de la convenida. De ello se sigue una consecuencia directa para el ejercicio de la vigilancia contractual. La supervisión y la interventoría pueden exigir el cumplimiento de lo pactado —con el alcance precisado en los párrafos anteriores, que comprende el ofrecimiento formulado y aquello que corresponde a la naturaleza de la obligación—, pero no condiciones de calidad, características o resultados superiores a los convenidos, aun cuando técnicamente resulten deseables o supongan una mejora del producto. Exigirlos comportaría reclamar una prestación distinta de aquella a la que el contrato da derecho.
Cuestión diferente son las recomendaciones o sugerencias de mejora que la supervisión o la interventoría formulen por fuera del contenido obligacional. Nada impide que, en desarrollo de su función de coordinación y de su conocimiento técnico, quien ejerce la vigilancia proponga alternativas orientadas a optimizar el resultado del contrato; ello es incluso consistente con la finalidad de satisfacción del interés general que informa la actividad contractual. Sin embargo, tales sugerencias carecen de carácter vinculante: su desatención no constituye incumplimiento contractual, no puede fundar la negativa a recibir una prestación conforme a lo pactado, ni dar lugar a requerimientos, informes por presunto incumplimiento o actuaciones sancionatorias. Solo adquirirían fuerza obligatoria si las partes las incorporan al contrato mediante la modificación correspondiente, adoptada por quienes tienen la competencia para ello.
Para verificar el cumplimiento de lo pactado, el inciso segundo del artículo 84 del Estatuto Anticorrupción faculta a la supervisión y a la interventoría para “[…] solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual […]”. En este aspecto, la facultad de control y vigilancia no se agota en los informes o en la información expresamente exigida en el clausulado contractual, pues la norma citada no se restringe a este aspecto. Por el contrario, ambos pueden “Mantener el control y coordinación permanente sobre el desarrollo del contrato, a través de la implementación de actividades tales como programación de reuniones con el contratista, visitas, y las demás que sean pertinentes y necesarias”[footnoteRef:15]. [15:  SUÁREZ BELTRÁN, Gonzalo. Estudios de derecho contractual público. Bogotá: Universidad Pontificia Javeriana – Legis, 2014. p. 259.] 

Ahora bien, esta facultad debe delimitarse con precisión, pues su ejercicio no habilita a la supervisión ni a la interventoría para crear obligaciones a cargo del contratista. Una cosa es la potestad instrumental de información y verificación —solicitar informes, aclaraciones y explicaciones, programar reuniones, realizar visitas y adelantar las demás actividades pertinentes para constatar el estado de la ejecución—, que el artículo 84 del Estatuto Anticorrupción confiere directamente y cuyo ejercicio no requiere pacto expreso en el clausulado. Otra, sustancialmente distinta, es la incorporación de nuevas prestaciones o entregables no convenidos, que comporta una modificación del contenido obligacional del contrato.
Esta segunda hipótesis excede las competencias de quien ejerce la vigilancia. Ni el supervisor ni el interventor son parte del contrato vigilado: su función es verificar el cumplimiento de lo pactado, no configurar la relación obligacional. La modificación del contrato exige el acuerdo de las partes, su formalización por escrito y la intervención de quien ostenta la competencia contractual en la entidad, conforme a los artículos 39 y 40 de la Ley 80 de 1993. Sostener lo contrario permitiría que, por vía de la actividad de vigilancia, se alterara unilateralmente el contenido de un negocio jurídico bilateral, con desconocimiento del artículo 1602 del Código Civil antes citado y, eventualmente, de la ecuación económica del contrato.
El criterio de deslinde entre una y otra hipótesis es funcional: si el requerimiento sirve para constatar el cumplimiento de una obligación existente, es legítimo, aunque no esté enunciado en el clausulado; si comporta una prestación adicional exigible en sí misma, requiere modificación contractual. Así, la solicitud de información o de aclaraciones sobre el estado de la ejecución encuentra respaldo directo en la ley; en cambio, la conversión de esa solicitud en un entregable periódico permanente, cuyo incumplimiento se repute como tal, equivale a incorporar una obligación nueva. En todo caso, los requerimientos deben guardar relación directa con la verificación de las obligaciones convenidas y resultar proporcionados, sin traducirse por vía de hecho en cargas que alteren el objeto o el alcance del contrato.
Asimismo, en el Concepto C-945 del 22 de junio de 2026, la Agencia explicó que “La metodología para ejercicio la supervisión e interventoría usualmente se formaliza a través de manuales que expiden las entidades públicas, los cuales estandarizan las condiciones de control y vigilancia. Además, de la habilitación del artículo 84 del Estatuto Anticorrupción para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual, dichos manuales desarrollan procedimientos internos para desarrollo de estas actividades […]”. Por tanto, “La vigilancia sobre el cumplimiento obligacional se somete a la ley, los manuales internos y las condiciones que establece la entidad tanto en el contrato de interventoría como en el contrato vigilado, criterios que debe acatar el contratista ejecutor de la obra o prestador del servicio”.
Sobre el tercer problema jurídico, y entendiendo que la referencia a los "contratos derivados" alude a los subcontratos celebrados por el contratista para la ejecución parcial del contrato principal, conviene señalar que la figura jurídica de la subcontratación no ha tenido un desarrollo regulatorio sustancial en el derecho colombiano. Aunque en materia de contratación estatal hay algunas referencias a esta institución en las Leyes 80 de 1993[footnoteRef:16] y 1150 de 2007[footnoteRef:17], así como en el Decreto 1082 de 2015[footnoteRef:18], y en el Decreto 092 de 2017[footnoteRef:19], el ordenamiento jurídico carece de una disposición legal que brinde una definición de subcontratación.   [16:  El inciso final del numeral 5 “encargos fiduciarios y fiducia pública” del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 señala lo siguiente: “So pena de nulidad no podrán celebrarse contratos de fiducia o subcontratos en contravención del artículo 355 de la Constitución Política. Si tal evento se diese, la entidad fideicomitente deberá repetir contra la persona, natural o jurídica, adjudicataria del respectivo contrato”.]  [17:   El literal c del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 dispone que: “En aquellos casos en que la entidad estatal ejecutora deba subcontratar algunas de las actividades derivadas del contrato principal, no podrá ni ella ni el subcontratista, contratar o vincular a las personas naturales o jurídicas que hayan participado en la elaboración de los estudios, diseños y proyectos que tengan relación directa con el objeto del contrato principal”.]  [18:  El artículo 2.2.1.2.3.1.5 del Decreto 1082 de 2015 hace mención a la subcontratación en lo relacionado con las garantías, particularmente en los riesgos a los que se encuentran expuestas las entidades estatales, derivados de la responsabilidad extracontractual que pueda surgir por las actuaciones, hechos u omisiones de sus contratistas y subcontratistas. ]  [19:  El artículo 7 del Decreto 092 de 2017 señala lo siguiente: “La contratación a la que hace referencia el presente decreto está sujeta a los principios de la contratación estatal y a las normas presupuestales aplicables. En consecuencia, las normas relativas a la publicidad son de obligatorio cumplimiento, por lo cual, la actividad contractual y los Documentos del Proceso de que trata el presente decreto deberán ser objeto de publicación en el Sistema Electrónico de Contratación Pública (SECOP). Adicionalmente, la entidad privada sin ánimo de lucro contratista deberá entregar a la Entidad Estatal, y esta publicar en el SECOP, la información relativa a los subcontratos que suscriba para desarrollar el programa o actividad de interés público previsto en el Plan Nacional o seccional de Desarrollo, incluyendo los datos referentes a la existencia y representación legal de la entidad con quien contrató y la información de pagos” (Énfasis por fuera de texto).] 

Desde un punto de vista doctrinal, se ha entendido a la subcontratación como “La práctica mercantil de organización productiva en virtud de la cual el contratista o subcontratista encarga a otro subcontratista o trabajador autónomo parte de lo que a él se le ha encomendado”[footnoteRef:20]. En el marco de esta figura, se define el nivel de subcontratación como “Cada uno de los escalones en que se estructura el proceso de subcontratación que se desarrolla para la ejecución de la totalidad o parte de la obra asumida contractualmente por el contratista con el promotor”[footnoteRef:21]. Por su parte, la Sección Tercera del Consejo de Estado, en Sentencia del 12 de agosto de 2013, estructuró la definición y naturaleza del subcontrato indicando que:  [20:  TRABALÓN Cristóbal. Tratado Legal de Construcción. Editorial Tébar Flores. Madrid. 2015]  [21:  Ibidem. ] 


“Este negocio jurídico supone la celebración de un contrato accesorio a otro principal, entre un contratista del Estado y un tercero, en virtud del cual el sub contratista o tercero ‘sustituye parcial y materialmente al primero, quien conserva la dirección general del proyecto y es responsable ante la entidad estatal contratante por el cumplimiento íntegro de las obligaciones derivadas del contrato adjudicado’.
[bookmark: OLE_LINK1]Esta institución hace surgir una relación jurídica autónoma entre el contratista del Estado y el sub contratista, es decir, independiente de la relación que preexiste entre el Estado y el contratista. En este sentido, las obligaciones que adquiere el sub contratista con el contratista sólo son exigibles entre ellos, y no vinculan a la entidad estatal –contratante-, en virtud del principio de relatividad del contrato –sólo produce efectos para las partes, no para terceros-, pero sin que ello limite o restrinja a la entidad estatal en la dirección general para ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato, a que se refiere el artículo 14 de la Ley 80. 
En este sentido, el contratista conserva frente a la entidad pública la responsabilidad por la ejecución del contrato, así que desde el punto de vista subjetivo la sub contratación es material y no jurídica, porque traslada el cumplimiento del contrato a un tercero, pero no sustituye al contratista” [footnoteRef:22]. (Énfasis fuera de texto) [22:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección C. Sentencia del 12 de agosto de 2013. Radicación número: 52001-23-31-000-1999-00985-01 (23.088) C.P. Enrique Gil Botero. ] 


De lo expuesto se resaltan, como características esenciales de la subcontratación, las siguientes: i) es un contrato eventual, ii) es un contrato accesorio, pues asegura el cumplimiento de otro contrato –principal–, iii) la relación jurídica que surge entre el contratista del Estado y el tercero es independiente y autónoma de la entidad contratante, iv) la sustitución es parcial, lo que significa que no podrán subcontratar la ejecución total del contrato principal y v) la sustitución es material y no jurídica, por lo que no relevará al contratista del Estado de las responsabilidades emanadas del contrato principal.
En este sentido, la subcontratación implica la celebración de un contrato derivado de otro principal cuyo propósito es ejecutar parcialmente este último. Dentro de este marco, podrían presentarse niveles de subcontratación, es decir, los escalones en que se estructura el proceso de subcontratación. Estos niveles no excluyen el carácter de contrato derivado de estos subcontratos, puesto que sus objetos se encuentran en función de la realización material del contrato principal. 
Como indica el Consejo de Estado, la diferencia de las relaciones entre la entidad contratante con el contratista y del contratista con el subcontratista no obstruye la facultad de control y vigilancia prevista en el EGCAP, pues el contratista responde por los incumplimientos del contrato principal con independencia de que se generen o no en la contratación derivada. En consecuencia, la facultad de dirección y control que la ley confiere a las entidades estatales durante la ejecución del contrato también puede proyectarse sobre los subcontratistas, pese a que estos se vinculan mediante una relación jurídica distinta de la existente entre la administración y el contratista principal. 
Dado que la supervisión y la interventoría son los mecanismos a través de los cuales la entidad cumple su deber de vigilar la correcta ejecución del contrato, esta proyección del control se ejerce ordinariamente por su conducto, en los términos y con el alcance que definan el contrato de interventoría y los manuales internos de la entidad. Ello no altera la naturaleza de las relaciones jurídicas involucradas: el seguimiento sobre la ejecución subcontratada se realiza en función del cumplimiento del contrato principal —frente al cual el contratista conserva íntegra su responsabilidad, por tratarse de una sustitución material y no jurídica—, sin que la actuación de la vigilancia genere vínculo contractual alguno con el subcontratista.
En ejercicio de esta potestad, la entidad puede exigir a los subcontratistas el cumplimiento de las obligaciones que asumieron frente al contratista. Sin embargo, “[…] el ejercicio de la prerrogativa se encuentra limitado a aquellas actividades que el subcontratista se hubiese obligado ante el contratista estatal. De excederse, el actuar de la administración es inválido al exigir del subcontratista el cumplimiento de obligaciones no asumidas frente al contratista principal. De allí la importancia de que las entidades contratantes conozcan debidamente los términos y extensión de los subcontratos celebrados”[footnoteRef:23].  [23:  RAMÍREZ GRISALES, Richard Steve. La Subcontratación. Serie: Las cláusulas del contrato estatal. Librería Jurídica Sánchez R. Ltda. y Centro de Estudios de Derecho Administrativo –CEDA-, Medellín, 2012, p. 88.] 

	Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
	Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.   

IV. Referencias normativas:

	· Ley 80 de 1993, artículos 4, 5, 12, 13 14, 26, 32, 39 y 40.
· Ley 1150 de 2007, artículos 2, 17 y 21.
· Ley 1474 de 2011, artículos 83 a 86.  
· Código Civil, artículos 1602, 1603, 1613, 1625, 1626 y 1627. 
· Decreto 1082 de 2015. 
· Decreto 092 de 2017-



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre la obligación de controlar y vigilar la ejecución de los contratos estatales en los Conceptos 4201913000004799 del 30 de agosto  de 2019 y 4201913000008240 del 20 de diciembre de 2019, C-064 del 28 de febrero de 2020, C-077 del 18 de marzo de 2020, C-150 del 18 de marzo de 2020, C-134 del 30 de marzo de 2020, C-180 del 13 de abril de 2020, C-344 de 26 de mayo de 2020, C-765 de 1 de enero de 2021, C-603 de 02 de noviembre de 2021, C-745 de 3 de febrero de 2022, C-506 del 3 de agosto de 2022, C-577 del 15 de septiembre de 2022, C-620 del 27 de septiembre de 2022, C-830 del 28 de noviembre de 2022 y C-930 del 30 de diciembre de 2022. Estos y otros se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.  

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
        
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: Texto
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